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Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


María Zulay Toro García 
Demandados:


Colfondos S.A. y Positiva S.A.

Llamado en Garantía:               Mapfre Colombia Vida Seguros S.A. 
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            Juzgado Primero Laboral del Circuito

Temas: 

PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / ACCIDENTE DE TRABAJO- Definición / ORIGEN DE LA MUERTE / CONDUCTOR DE TAXI ASESINADO / MUERTE OCURRIDA EN HORARIO LABORAL Y EN EL ENTORNO PROPIO DE SU LABOR / DEBE CALIFICARSE COMO DE ORIGEN LABORAL / REVOCA / CONCEDE /
Es por ello, que ha sido un criterio pacífico y reiterativo en la jurisprudencia vertical y horizontal, que ante el vacío legislativo que se produjo hasta la expedición de la Ley 1562 de 2012, se acuda al derecho internacional para tomar de él la definición de accidente de trabajo prevista en el literal n) del artículo 1º de la decisión 584 del 7 de mayo de 2004, proferida por la Comunidad Andina de Naciones (C.A.N), la cual establece como tal:

“…todo suceso repentino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo, y que produzca en el trabajador una lesión orgánica, una perturbación funcional, una invalidez o la muerte. 

Es también accidente de trabajo aquel que se produce durante la ejecución de órdenes del empleador, o durante la ejecución de una labor bajo su autoridad, aun fuera del lugar y horas de trabajo. 

Las legislaciones de cada país podrán definir lo que se considere accidente de trabajo respecto al que se produzca durante el traslado de los trabajadores desde su residencia a los lugares de trabajo o viceversa.”

(…)
Así las cosas, habiendo ocurrido el suceso en el entorno propio de su labor y en su turno de trabajo, y al no haber quedado acreditado que el evento en el que perdió la vida el señor Luis Ángel Peláez Mosquera fue producto de un accionar diferente al laboral, el mismo debe aceptarse como un verdadero accidente de trabajo; razones por las que habrá de calificarse el evento en el que se produjo su deceso, como de origen laboral.
(…)

Ahora, en documento remitido por la ARL accionada –fl.11 del cuaderno de 2ª instancia- se observa que la afiliación hecha por ASERD a favor del señor Peláez Mosquera, cubría el riesgo derivado de su labor como conductor de taxi, actividad que era precisamente la que se encontraba desempeñando el 16 de junio de 2011 cuando lo abordaron los delincuentes que momentos después cegaron su vida. Es decir, contrario a lo afirmado por la sociedad Positiva S.A., lo que se acredita con los documentos en cita, es que la actividad que desempeñaba el causante a la hora de su deceso estaba debidamente cubierta con su afiliación y el correspondiente pago de las cotizaciones a la ARL, sin que en ningún momento esa entidad la hubiere objetado, por lo que dicha afiliación y las respectivas cotizaciones deben calificarse como válidas.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, treinta de mayo de dos mil dieciséis, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por la codemandada AFP COLFONDOS S.A. y por la llamada en garantía MAPFRE COLOMBIA VIDA SEGUROS S.A. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 29 de noviembre de 2017, dentro del proceso que promueve la señora MARÍA ZULAY TORO GARCÍA en representación de su hijo menor de edad KEVIN ADRIAN PELAEZ TORO, en el que también se encuentra demandada la sociedad POSITIVA S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2015-00277-02.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende la señora María Zulay Toro García que la justicia laboral declare que el accidente en el que perdió la vida el señor Luis Ángel Peláez Mosquera fue de índole laboral y con base en ello aspira que se condene a la sociedad Positiva S.A. a reconocer y pagar la pensión de sobrevivientes a favor de su hijo menor de edad Kevin Adrián Peláez Toro a partir del 16 de junio de 2011, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Subsidiariamente solicita que se condene a la AFP Colfondos S.A. a reconocer y pagar la prestación económica desde el 16 de junio de 2011, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Refiere que: El señor Luis Ángel Peláez Mosquera, padre del menor Kevin Adrián Peláez Toro, se desempeñaba como taxista de un vehículo afiliado a la Cooperativa de Taxis Luxor; se afilió a la Compañía de Seguros Positiva S.A. para cubrir los riesgos laborales y a la AFP Colfondos S.A. para cubrir los riegos comunes de invalidez, vejez y muerte; el 16 de junio de 2011 mientras conducía el taxi en el que trabajaba, él perdió la vida; el evento fue reportado por parte de la Asociación de Servicios ASERD (entidad por medio de la cual se hacían las cotizaciones a la seguridad social) a la sociedad Positiva S.A. como accidente de trabajo; esa entidad objetó la reclamación presentada por ASERD, bajo el argumento que esa entidad no podía afiliar al causante a riesgos laborales al no ser su empleador; el 19 de julio de 2012 solicitó la pensión de sobrevivientes ante Colfondos S.A., quien mediante comunicación BP-R-I-L-4537-04-13 de 22 de abril de 2013 objetó la reclamación manifestando que el deceso se había generado con ocasión del trabajo que desempeñaba el señor Peláez Mosquera.
Al contestar la demanda –fls.82 a 93- Positiva Compañía de Seguros S.A. manifestó que el evento en el que perdió la vida el señor Luis Ángel Peláez Mosquera no está calificado por ninguna de las entidades competentes, por lo que se debe presumir que es de origen común. Igualmente las circunstancias en las que fue encontrado el señor Peláez Mosquera constituyen indicios de que la muerte no se produjo por el hecho de estar prestando sus servicios como taxista, sino por razones de índole personal, por lo que ese evento no puede calificarse como laboral. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia del derecho e inexistencia de la obligación”, “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, “Prescripción (sin que implique reconocimiento del derecho)”, “Buena fe de la entidad demandada” e “Innominada o genérica”.
Por su parte la AFP Colfondos S.A. al dar respuesta al libelo introductorio –fls.134 a 144- se opuso a las pretensiones subsidiarias argumentando que el deceso del señor Luis Ángel Peláez Mosquera no es de origen común al haberse ocasionado cuando prestaba sus servicios como taxista. Planteó las excepciones de fondo de “Inexistencia de las obligaciones reclamadas”, “Falta de legitimación por pasiva”, “Inexistencia de intereses moratorios” e “Innominada o genérica”.
En escrito adjunto –fls.171 a 187- solicitó que fuera llamada en garantía la sociedad Mapfre Colombia Vida Seguros S.A. en virtud a la póliza colectiva de seguro previsional de invalidez y sobrevivencia Nº 9201408900114 la cual fue suscrita con esa entidad y que ampara los siniestros ocasionados en el año 2011, para que en caso de que sea condenada a reconocer la pensión de sobrevivientes que se reclama, se le ordene cancelar la suma adicional requerida para financiar el capital necesario para el pago de la prestación económica. 

Una vez vinculada al proceso, la sociedad Mapfre Colombia Vida Seguros S.A. contestó la demanda y el llamamiento en garantía –fls.241 a 250-, manifestando frente a la primera que se oponía a las pretensiones subsidiarias por cuanto la muerte del afiliado es de origen laboral. Propuso las excepciones de mérito que denominó “Ausencia de cobertura y límite del riesgo”, “Cobro de lo no debido”, “Prescripción” y “Genérica”.
Respecto al llamamiento en garantía expresó que si bien suscribió la mencionada póliza colectiva de seguro previsional de invalidez y sobrevivencia, vigente para el año 2011, lo cierto es que se opone al llamamiento en la medida en que la muerte del afiliado es de origen laboral, y a continuación planteó las mismas excepciones de mérito descritas anteriormente. 

En sentencia de 29 de noviembre de 2017, la funcionaria de primer grado negó las pretensiones principales de la demanda al definir que el evento en el que perdió la vida el señor Luis Ángel Peláez Mosquera cuando se encontraba a bordo del taxi en el que prestaba sus servicios, no fue de origen laboral, pues si bien en el proceso penal que se adelantó en virtud a la muerte violenta del afiliado se exoneró de responsabilidad a los acusados, lo cierto es que quienes ultimaron al señor Peláez Mosquera no lo hicieron en aras de sustraer de su poder el vehículo que conducía, ni su producido, ni mucho menos sus pertenencias, es decir, que su muerte se debió a factores externos que no tuvieron nada que ver con el trabajo.
Bajo esas circunstancias y al tenerse el deceso como un evento de origen común, condenó a la AFP Colfondos S.A. a reconocer y pagar la pensión de sobrevivientes a favor del menor Kevin Adrián Peláez Toro a partir del 17 de junio de 2011 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 14 mesadas anuales, debiendo cancelar por concepto de retroactivo pensional causado entre esa calenda y el 29 de noviembre de 2017 la suma de $56.851.060, autorizando a la AFP a descontar el 12% correspondiente a los aportes en salud.
Igualmente condenó a la AFP accionada a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 19 de septiembre de 2012 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.

En virtud a la póliza colectiva de seguro previsional de invalidez y sobrevivencia suscrita entre Colfondos S.A. y Mapfre Colombia Vida Seguros S.A., condenó a la llamada en garantía a cancelar la suma adicional requerida para completar el capital necesario que garantice el pago de la prestación económica.

Inconformes con la decisión, las entidades condenadas interpusieron recurso de apelación en los siguientes términos:

La apoderada judicial de la AFP accionada sostiene que el evento en el que se produjo la muerte del señor Luis Ángel Peláez Mosquera no es de origen común, pues en ese momento él se encontraba a bordo del taxi en que prestaba sus servicios, por tanto ese deceso debe calificarse como de origen laboral.

En todo caso, manifestó que de confirmarse la decisión de primera instancia consistente en que el evento es de origen común y en consecuencia deban responder por la pensión de sobrevivientes, debe revocarse lo atinente a los intereses moratorios, en consideración a que la negativa a reconocer la prestación económica radicó en la duda en la calificación del evento en el que perdió la vida el afiliado.
Por su parte la sociedad Mapfre Colombia Vida Seguros S.A. solicitó la revocatoria de la sentencia de primer grado haciendo suyos los argumentos expuestos por la AFP y adicionando que si en el proceso penal no se definió que el causante pertenecía a una banda criminal, mal hace el juzgado de conocimiento al concluir que los hechos que rodearon la muerte del señor Luis Ángel Peláez Mosquera son de origen común, por lo que claro resulta que si para ese momento él se encontraba conduciendo el taxi en el que prestaba sus servicios, el evento debe ser calificado como de origen laboral, lo que indefectiblemente lleva a que se exonere a la AFP Colfondos S.A. y a Mapfre Colombia Vida Seguros S.A. de las pretensiones de la demanda. 
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿El accidente en el que perdió la vida el señor Luis Ángel Peláez Mosquera configura un accidente de trabajo?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
DEFINICIÓN DE ACCIDENTE DE TRABAJO.
El concepto de accidente de trabajo que establecía el artículo 9º del Decreto 1295 de 1994 –“por el cual se determina la organización y administración del Sistema General de Riesgos Profesionales”, fue declarado inconstitucional por vicios de forma por la Corte Constitucional mediante la sentencia de constitucionalidad C-858 del 18 de octubre de 2006 y por ende retirada desde entonces de nuestro ordenamiento jurídico. 

Es por ello, que ha sido un criterio pacífico y reiterativo en la jurisprudencia vertical y horizontal, que ante el vacío legislativo que se produjo hasta la expedición de la Ley 1562 de 2012, se acuda al derecho internacional para tomar de él la definición de accidente de trabajo prevista en el literal n) del artículo 1º de la decisión 584 del 7 de mayo de 2004, proferida por la Comunidad Andina de Naciones (C.A.N), la cual establece como tal:
“…todo suceso repentino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo, y que produzca en el trabajador una lesión orgánica, una perturbación funcional, una invalidez o la muerte. 

Es también accidente de trabajo aquel que se produce durante la ejecución de órdenes del empleador, o durante la ejecución de una labor bajo su autoridad, aun fuera del lugar y horas de trabajo. 

Las legislaciones de cada país podrán definir lo que se considere accidente de trabajo respecto al que se produzca durante el traslado de los trabajadores desde su residencia a los lugares de trabajo o viceversa.”
EL CASO CONCRETO
Se quejan las entidades recurrentes de la decisión adoptada por la a quo consistente en definir como un evento de origen común el deceso del señor Luis Ángel Peláez Mosquera acaecido el 16 de junio de 2011, como consta en el registro civil de defunción emitido por la Registraduría Nacional del Estado Civil –fl.41-, pues consideran que el mismo debe ser catalogado de origen laboral al haberse ocasionado en virtud a las labores que como taxista desempeñaba el causante.
Al realizar el correspondiente informe –fls.380 a 385- la Policía Judicial de la Fiscalía General de la Nación describe los hallazgos y procedimientos realizados, expresando que siendo aproximadamente las 5:20 horas del 16 de junio de 2011 fue reportado por la central de radio de la Policía Nacional, la existencia de un cuerpo sin vida de sexo masculino en la entrada de la vereda la esmeralda sobre la vía el pollo en Dosquebradas, por lo que después de ser autorizados por el Fiscal de Turno en la URI, se desplazaron al lugar de los hechos, esto es, un sitio despoblado, húmedo, con poca visibilidad, observándose en la primera curva el cuerpo sin vida semidesnudo, con manos y pies atados al lado del taxi de placas SJI 520. En el capítulo 3 del informe correspondiente a pertenencias, se indica que el causante no portaba joyas, documentos, títulos valores y/o dinero. 
Ahora bien, por medio de escrito de acusación con detenidos –fls.393 a 400- la Fiscalía General de la Nación sostiene que los procesados Luis Ernesto Colorado y John Alexander Giraldo Dejanon, conforme a las manifestaciones de un testigo protegido, pertenecían a una banda delincuencial en la que distribuían, vendían y abastecían estupefacientes por medio de correos humanos, campaneo y control de zona, la cual era liderada por el primero, siendo el segundo su hombre de confianza a quien le encomendaba la ejecución de asesinatos para preservar su liderazgo dentro de la organización; concluyéndose en ese escrito, que el ente acusador cuenta con elementos materiales probatorios que le permiten afirmar con probabilidad de verdad que Colorado ordenó a Giraldo Dejanon los homicidios, entre otros, de Luis Ángel Peláez Mosquera.
Sin embargo, a pesar de exponer esa situación como la teoría del caso dentro del proceso penal, el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira en sentencia de 28 de abril de 2014 –fls.403 a 416- concluyó frente al señalamiento hecho en contra del señor Luis Ernesto Colorado que “No aparece ningún indicio que indique que esos homicidios se cometieron por orden de éste. Se sabe, por la aceptación de cargos que hizo, que el referido ciudadano sí pertenecía a la organización que investigaba la fiscalía, pero aparte de eso, se desconoce si en efecto las personas fallecidas tenían o no relación con el grupo, y los motivos por los cuales se produjo su muerte.”.
Y más adelante expresó respecto al señor John Alexander Giraldo Dejanon “Valga anotar que el despacho no descarta que el relato que hace el interrogado sea veraz en cuanto a los homicidios que describe, pues está dentro del campo de las probabilidades que en efecto haya participado de esas delincuencias; pero ello no implica se suyo (sic), que lo haya realizado como integrante de la banda que lideraba el señor Luis Ernesto Colorado, o por orden de éste, sino como miembro de otra organización y por eso pudo brindar la información que verificó la autoridad. Esa posibilidad es latente, pero como se dijo en precedencia, la ausencia de prueba de sustento a lo afirmado por ese declarante, hace que el poder suasorio de su versión no sea suficiente para edificar una sentencia de carácter condenatorio.”. 
Con base en esas conclusiones el referenciado despacho penal absolvió a los ciudadanos acusados.

Las anteriores consideraciones efectuadas en el proceso penal son necesarias para definir si la muerte del señor Luis Ángel Peláez Mosquera debe circunscribirse dentro de la esfera laboral, o si por el contrario debe calificarse como un evento de origen común. 

Es que al analizar un caso en el que un guarda de seguridad fue separado por la fuerza de su puesto de trabajo mientras prestaba el servicio para ser ultimado en un sitio desconocido, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL351 de 15 de mayo de 2013 radicación Nº 37616, después de hacer un recuento histórico del concepto de accidente de trabajo en Colombia, expresó:

“Ahora bien, aunado al criterio ya expuesto, interesa a la Corte resaltar que el nexo de conexidad entre el infortunio y el trabajo, concepto dentro del cual están involucrados los elementos propios de la causalidad y la ocasionalidad, no se rompe por el mero hecho de que el trabajador, en ejercicio de su labor, y contra su voluntad, resulte violentamente sustraído de su lugar habitual de trabajo para ser posteriormente lesionado o ultimado por terceros, aún, en horarios distintos o fechas diferentes a los de su jornada ordinaria laboral.

Y ello es así, por cuanto es con ocasión de la ubicación del trabajador en su puesto de trabajo que se produce objetiva y realmente el infortunio, el cual, a la postre, como en este caso, finaliza la vida del trabajador, no siendo dable separar la razón de la dicha ubicación laboral del in suceso, ni de tener ésta como consecuencia de hecho generado por el mero azar. Como tampoco es posible desconocer que los autores materiales e intelectuales del delito aprovechan la ocasión en que el trabajador cumple sus labores para dar paso a sus intenciones delictivas, más aun cuando, como igualmente el Tribunal lo concluyó, no se conocieron los motivos de la agresión, conjeturándose apenas que provino de sujetos armados llamados comúnmente “grupos de milicias‟.

Así las cosas, no porque la muerte del trabajador se pueda producir en terrenos distintos a los de su sede laboral, o posteriormente a su jornada laboral, es atinado concluir que tal suceso no constituye un accidente de trabajo, como si simplemente se pudiera romper el nexo de conexidad, por el hecho de que el desenlace fatal del infortunio que afecta al trabajador en su ambiente laboral alcanza otros escenarios espaciales y temporales por razón de la sucesión de los actos que comportan el iter criminis que lo provocó. Luego, no erró el Tribunal cuando advirtió que la normatividad anunciada daba la connotación de accidente de trabajo a sucesos como los que en el proceso se acreditaban.”.
En éste asunto estima la Sala que no ha quedado fehacientemente demostrado que el homicidio del que fue víctima el causante haya sido cometido por un acto ilícito en que él estaba involucrado, como lo podía haber sido el de la distribución, venta y abastecimiento de estupefacientes por medio de correos humanos, pues por el contrario, el hecho de no habérsele encontrado joyas, documentos, títulos valores y/o dinero, se constituye en un indicio de que el móvil que llevó a los delincuentes a cometer ese acto criminal fue el hurto de sus pertenencias y el producido de lo trabajado en el turno, que valga la pena indicar, era precisamente el de la noche, tal y como lo relató la señora Marleny Hernández (propietaria del taxi) a la ARL Positiva S.A. –fls.98 a 110-.
Así las cosas, habiendo ocurrido el suceso en el entorno propio de su labor y en su turno de trabajo, y al no haber quedado acreditado que el evento en el que perdió la vida el señor Luis Ángel Peláez Mosquera fue producto de un accionar diferente al laboral, el mismo debe aceptarse como un verdadero accidente de trabajo; razones por las que habrá de calificarse el evento en el que se produjo su deceso, como de origen laboral.

Sentado lo anterior, corresponde definir entonces si hay lugar a acceder a las pretensiones principales de la demanda consistentes en que se condene a la ARL Positiva S.A. a reconocer y pagar la pensión de sobrevivientes que solicita.

Al respecto, considera la ARL Positiva S.A. que no es posible que se acceda a los pedidos realizados por la accionante en razón a que: i) No se encuentra calificado por una entidad competente, lo que implica que el accidente se tenga como de origen común, y ii) A pesar de haber sido afiliado el causante a la ARL Positiva S.A. por la empresa ASERD, estando vigente esa afiliación para el 16 de junio de 2011, lo cierto es que no habría lugar al reconocimiento de la prestación en consideración a que el trabajador no se encontraba para el momento del deceso desempeñando una labor de servicios generales (actividad económica de ASERD) sino la de taxista en favor de la señora Marleny Hernández, propietaria del vehículo que se encontraba afiliado a la Cooperativa de Taxis Luxor.
En cuanto al primer punto, baste señalar que el máximo órgano de la jurisdicción laboral en la sentencia referenciada anteriormente, esto es, la SL351 de 15 de mayo de 2013, sostuvo que este tipo de asuntos pueden ser resueltos por el juez laboral al no ser la calificación que hacen las EPS o las Juntas de Calificación de Invalidez una prueba de aquellas que se consideran como ab sustantiam actus, lo cual expresó de la siguiente manera:
“Ahora bien, en cuanto al argumento adicional de los cargos, no planteado en las instancias, de que quien califica el carácter profesional del infortunio es la institución prestadora de servicios de salud que atiende al afiliado y no el juez de la causa, por lo que, para este caso, el accidente fue de origen común, dado que ese medio de convicción se extrañaba, cabe recordar que la Corte, en criterio que aquí se reitera, ha aceptado que no siendo tal medio de prueba “ab sustantiam actus‟, la discusión de la naturaleza del accidente como de origen común o profesional, es susceptible de abordar por el juez del proceso laboral.”.
En lo que concierne a la afiliación del señor Luis Ángel Peláez Mosquera a riesgos laborales, a folio 94 del expediente obra constancia emitida por la ARL Positiva S.A. en la que certifica las diferentes vinculaciones efectuadas a favor del causante en su vida laboral, evidenciándose que la última de ellas fue realizada por la Asociación de Servicios Diligenciando de Risaralda “ASERD” el 5 de agosto de 2010, la cual se mantuvo vigente hasta el 16 de junio de 2011 (fecha en que se produjo el evento mortal que terminó con la vida del afiliado). 
Ahora, en documento remitido por la ARL accionada –fl.11 del cuaderno de 2ª instancia- se observa que la afiliación hecha por ASERD a favor del señor Peláez Mosquera, cubría el riesgo derivado de su labor como conductor de taxi, actividad que era precisamente la que se encontraba desempeñando el 16 de junio de 2011 cuando lo abordaron los delincuentes que momentos después cegaron su vida. Es decir, contrario a lo afirmado por la sociedad Positiva S.A., lo que se acredita con los documentos en cita, es que la actividad que desempeñaba el causante a la hora de su deceso estaba debidamente cubierta con su afiliación y el correspondiente pago de las cotizaciones a la ARL, sin que en ningún momento esa entidad la hubiere objetado, por lo que dicha afiliación y las respectivas cotizaciones deben calificarse como válidas.
De conformidad con lo expuesto, se concluye entonces que es la ARL Positiva S.A. la llamada a responder por la pensión de sobrevivientes causada a favor del menor Kevin Adrián Peláez Toro, quien de acuerdo con el registro civil de nacimiento expedido por la Registraduría Nacional del Estado Civil –fl.42- nació el 24 de septiembre de 2003 y es hijo del causante Luis Ángel Peláez Mosquera.

Así las cosas, se condenará a la ARL Positiva S.A. a que reconozca y pague a favor del referenciado menor de edad, representado por su madre María Zulay Toro García, la prestación económica en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente a partir del 16 de junio de 2011 y por 14 mesadas anuales, siendo del caso advertir, que la pensión deberá cancelarse hasta cuando el menor cumpla la mayoría de edad, teniendo la posibilidad de que se extienda hasta los 25 años de edad, siempre que continúe estudiando.
Según la tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, tiene derecho el menor Kevin Adrián Peláez Toro a que se le reconozca y pague por concepto de retroactivo pensional causado entre el 16 de junio de 2011 y el 30 de mayo de 2018, la suma de $61.967.411, sin que alguna mesada haya sido afectada por la prescripción en consideración a que éste fenómeno jurídico no afecta los derechos de los menores de edad, empezando su contabilización desde la fecha en que ellos cumplen la mayoría de edad.

En cuanto a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, los mismos solo deben correr a partir de la ejecutoria de la sentencia, pues tal y como se ha visto a lo largo de la presente providencia, el tema central de discusión se circunscribía en determinar el origen del evento en el que perdió la vida el señor Luis Ángel Peláez Mosquera, pues sin esa definición le era imposible a cualquiera de las entidades involucradas entrar a reconocer el derecho, situación que solo pudo ser dirimida por la jurisdicción ordinaria laboral.
En el anterior orden de ideas, se revocará la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, para en su lugar acceder a las pretensiones principales de la demanda y en consecuencia exonerar a las entidades recurrentes de las pretensiones subsidiarias de la misma.

Costas en ambas instancias a cargo de la ARL Positiva S.A. en un 80%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 29 de noviembre de 2017.
SEGUNDO. DECLARAR que el evento en el que perdió la vida el señor LUIS ÁNGEL PELÁEZ MOSQUERA el 16 de junio de 2011 es de origen laboral.

TERCERO. DECLARAR que el menor de edad KEVIN ADRIÁN PELÁEZ TORO, representado legalmente por su madre MARÍA ZULAY TORO GARCÍA, tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes.
CUARTO. CONDENAR a la ARL POSITIVA S.A. a que reconozca y pague a favor del menor de edad KEVIN ADRIÁN PELÁEZ TORO, representado legalmente por su madre MARÍA ZULAY TORO GARCÍA, la pensión de sobrevivientes a partir del 16 de junio de 2011, en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 14 mesadas anuales, prestación que deberá pagársele hasta cuando cumpla la mayoría de edad o hasta los 25 años de edad en caso de que continúe estudiando.

QUINTO. CONDENAR a la ARL POSITIVA S.A. a que reconozca y pague a favor del menor de edad KEVIN ADRIÁN PELÁEZ TORO, representado legalmente por MARÍA ZULAY TORO GARCÍA, por concepto de retroactivo pensional causado entre el 16 de junio de 2011 y el 30 de mayo de 2018, la suma de $61.967.411.

SEXTO. CONDENAR a la ARL accionada a que reconozca y pague los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir de la ejecutoria de la sentencia y hasta que se verifique el pago total de la obligación.

SÉPTIMO. CONDENAR en costas procesales en ambas instancias a la ARL POSITIVA S.A en un 100%.

OCTAVO. ABSOLVER a la AFP COLFONDOS S.A. y a MAPFRE COLOMBIA VIDA SEGUROS S.A. de las demás pretensiones de la demanda. 
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Los Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES          ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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